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Introducción

Con el fin de rendir merecido homenaje a Fernando Parra Aranguren –a
quien tuvimos el honor de tener como profesor en dos oportunidades cuando
cursamos el Doctorado en Derecho de la Facultad de Ciencias Jurídicas 
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y Políticas de la Universidad Central de Venezuela–, hemos decidido reflexio-
nar sobre una institución poco tratada por la doctrina patria, en materia de
obligaciones, a saber, la rescisión por lesión. Para ello, precisaremos su con-
cepto, la diferencia con otros institutos y finalmente los supuestos de resci-
siones que prevé el ordenamiento venezolano. A tal fin, hacemos uso de la
escasa doctrina nacional que trata el tema.

1. Concepto de rescisión por lesión

Para entender el alcance de la rescisión contractual por lesión patrimonial, tal
como la contempla nuestro Código Civil, se debe abarcar una serie de hipó-
tesis que nos permite comprende el funcionamiento de la misma.

Inicialmente, se debe focalizar el presente estudio en definir la rescisión y la
lesión, dado que ambas se fusionan para crear la “lesión por causa patrimo-
nial”. Con respecto a la primera de las figuras, ésta supone “Anulación. Invali-
dación. Privar de su eficacia ulterior o con efectos retroactivos a una obligación
o contrato”1. Por lo tanto, es lógico concluir que la rescisión solo será proce-
dente con posterioridad a la celebración del contrato o una determinada obliga-
ción dentro del negocio sinalagmático perfecto, el cual es eficaz inicialmente
en sentido estricto; pero el desarrollo de las obligaciones establecidas evidencia
un perjuicio económico para alguna de las partes inmersas en la contratación
y, por consecuencia de ello, el juez podrá terminar o restablecer el equilibrio
prestacional idóneo del contrato.

En otro sentido, el profesor Mélich-Orsini ha sostenido que la lesión se cons-
tituye en “la pérdida patrimonial que uno de los contratantes sufre por causa
del desequilibrio o defecto de equivalencia entre la prestación que cumple 
y la que recibe”2. Estableciendo la existencia de dos categorías, a saber:

1 Cabanellas de Torres, Guillermo: Diccionario jurídico elemental. 11ª, Editorial
Heliasta. Buenos Aires, 1993.

2 Mélich-Orsini, José: Doctrina general del contrato. 4ª, Academia de Ciencias Políticas
y Sociales. Caracas, 2006, p. 145.



Notas sobre la rescisión por lesión

i. Objetivas: Aquellas que suponen un desequilibrio patrimonial entre las
prestaciones pactadas por las partes, siendo dicho desequilibrio, consecuen-
cia del valor de cada una de esas pretensiones en el momento en el cual fue
celebrado el acto o contrato objeto de rescisión.

ii. Subjetivas: Estas lesiones son vista desde la perspectiva de la víctima de la
misma; de la existencia de una debilidad o condición psicológica, que la coloca
en desventaja o desequilibrio frente a la otra parte.

Para Melich-Orsini, existen dos supuestos de rescisión por lesión previstos en
la legislación venezolana, haciendo referencia a lesiones de carácter objetivo
–con excepción a un supuesto previsto en el caso de la usura–, donde la pro-
pia ley establece las condiciones para ser aplicable la rescisión por causa de
lesión y un carácter subjetivo, que parte del análisis de la intención de las partes
al momento de suscribir el negocio jurídico. Siendo ello así, podemos concluir
que la acción de rescisión por lesión en Venezuela, es el medio procesal con el
cual cuenta la parte que resulta lesionada por un contrato donde existe un de se -
quilibrio inicial –principalmente patrimonial– entre las prestaciones pactadas;
siendo que con ésta se persigue, bien sea la terminación del contrato o la regu-
larización del mismo, en el sentido de poner fin al desequilibrio existente entre
las diversas prestaciones, por medio de modificación del contrato.

En este punto, es necesario señalar que la figura de la rescisión por lesión
supone la existencia del desequilibrio desde el momento mismo del perfec-
cionamiento del contrato, por cuanto si este desequilibrio se presenta con
posterioridad al perfeccionamiento, es decir, que al momento de contratar
ambas partes se encontraban en un estado de igualdad con respecto a las pres-
taciones recíprocamente impuestas, no estamos dentro de los supuestos previs-
tos de la rescisión por lesión, sino dentro de la figura jurídica de la imprevisión,
la cual supone que el desequilibrio es producto de causas sobrevenidas o poste-
riores al momento de la celebración del contrato3.
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3 Ídem.
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2. Lesiones objetivas y subjetivas. 
Derecho anglosajón y Derecho continental

Por otro lado, la doctrina ha sostenido de forma reiterada que el eje funda-
mental de la figura de la rescisión por lesión, es el desequilibrio o defecto de
equivalencia, señalando que dicha lesión puede ser objetiva o subjetiva; lo
cual hace necesario el estudio comparativo entre el Derecho anglosajón y el
Derecho continental.

Un aspecto diferenciador entre el Derecho anglosajón y el sistema de Derecho
continental, radica en la apreciación que debe efectuar el juez respecto al caso
concreto; el juez anglosajón determina la procedencia o no de la figura aná-
loga a la rescisión existente dentro de ese sistema, considerando el elemento
volitivo del sujeto pasivo de la acción por rescisión, quien obtiene un benefi-
cio económico excesivo por el aprovechamiento de la situación desventajosa
de la parte lesionada, en este sistema no se habla de lesión, por cuanto esta
figura no existe, siendo su equivalente la undue influence. Por su parte, el juz-
gador en el sistema de Derecho continental, tal como en nuestra legislación,
queda sujeto a realizar la determinación de la procedencia de la rescisión por
lesión por medio del estudio de las situaciones objetivas establecidas previa-
mente por el legislador; con lo cual, los supuestos que dan lugar a la acción
de rescisión por lesión en nuestro sistema, debe estar expresamente estable-
cidas en la legislación, no siendo posible su extensión a supuestos subjetivos.

En consecuencia de lo anterior, el profesor Waddams, en referencia a la importan-
cia del razonamiento por parte del juzgador sobre los elementos subjetivos para
la procedencia de la rescisión, ha establecido: “el derecho de equidad ha ido más
lejos que el derecho consuetudinario en la protección de la parte débil en las obli-
gaciones contractuales. Además en los casos de los menores y ebrios consuetu-
dinarios, existe una protección general acordada en favor de los débiles mentales
o dementes. De mayor importancia son los casos en los que no existe propiamente
débil mental, sino simplemente una ventaja proveniente de la desigualdad en el
poder de contratación (…) La nulidad decretada debe fundarse en que las partes
no se encontraban al celebrar el contrato en igualdad de situaciones”4.
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Este aspecto diferenciador, supone la existencia de dos sistemas con un propósito
distinto, cuando a lesiones –o su figura análoga– se refiere, nuestro sistema se
orienta a la regulación de las lesiones objetivas, sin importa el estado de cada uno
de los contratantes y las posibles desventajas psicológicas que entre ellas puedan
estar presentes. Mientras que el sistema anglosajón, más orientado a la justicia
material, persigue la protección de aquellas personas que contratan estando en un
estado de desigualdad personal o psicológica con respecto del otro contratante,
quien percibe un mayor beneficio como producto de ese desequilibrio; siendo
que, el juez anglosajón evalúa cada caso concreto para determinar si dicha desi -
gualdad se encuentra presente, mientras que nuestro juez se limita a establecer si
el supuesto de lesión alegado por las partes se encuentra legalmente previsto
como uno de los supuestos de rescisión por lesión del contrato.

La acción de rescisión está consagrada en el artículo 1350 del Código Civil y
se prevén los supuestos taxativos de la misma en los artículos 1120 y 1132
(en materia de partición), 183 (comunidad conyugal), 770 (comunidad), 1680
(sociedad), 1496 y 1497 (venta), 1746 (intereses), 1663 y 1664 (sociedad)5.
Para algunos, en el caso de los intereses, previsto en el citado artículo 1746 lo
procedente es la revisión y no propiamente la rescisión6.

3. Diferencias entre rescisión por lesión, nulidad y resolución

La figura de la rescisión por lesión no debe ser confundida con otras institu-
ciones jurídicas, tales como la nulidad del contrato o la resolución del mismo,
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4 Waddams, Stephen M.: “Unconscionability in contracts”. En: The Modern Law
Review. Vol. 39. Nº 4. 1976, p. 396.

5 Vid. Madrid Martínez, Claudia: “El derecho de los contratos en Venezuela: hacia los
principios latinoamericanos de derecho de los contratos”. En: Derecho de las obliga-
ciones homenaje a José Mélich Orsini. Academia de Ciencias Políticas y Sociales.
Caracas, 2012, pp. 55-57; Bernad Mainar, Rafael: Derecho civil patrimonial obliga-
ciones. Tomo II. Universidad Católica Andrés Bello. Caracas, 2012, pp. 314-318.

6 Vid. Madrid Martínez, Claudia: “Las limitaciones a la autonomía de la voluntad, el
Estado social de Derecho y la sentencia sobre los créditos indexados”. En: Temas de
Derecho Civil. Libro homenaje a Andrés Aguilar Mawdsley. Tomo I. Tribunal
Supremo de Justicia. Fernando Parra Aranguren, editor. Caracas, 2004, p. 811.
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estas no son equivalentes, por cuanto los supuestos de procedencia de dichas
figuras resultan diferentes. En este sentido, se debe puntualizar las diferen-
cias más significantes que cada una de estas figuras posee en relación a la
rescisión por lesión.

3.1. Nulidad del contrato vs. rescisión por lesión
Con respecto a la nulidad, y sin intención de profundizar en el tema y sus
diversas aristas, debemos distinguir entre nulidad absoluta y relativa. En el
primero de los casos, el acto o contrato es inexistente, por lo cual no tiene
validez alguna, siendo labor del juez constatar tal situación. Este tipo de nuli-
dad, puede ser alegada por cualquier persona interesada en hacerla valer y no
solo por las partes, pudiendo el juez declararla de oficio. Un acto viciado de
nulidad absoluta no puede ser convalidado, por cuanto, como previamente se
señaló, este no existe en el mundo jurídico.

Por otra parte, la nulidad relativa supone que el acto o contrato es existente,
pero es ineficaz, siendo necesario para que este deje de existir jurídicamente,
que la parte afectada solicite su anulación –siendo que este tipo de nulidad, a
diferencia de la absoluta, persigue la protección de intereses particulares–,
pudiendo ésta convalidar dicho acto o contrato írrito.

Como establece Soto Álvarez, “la nulidad ataca al acto, porque éste se ha rea-
lizado imperfectamente, carece de alguno de los elementos que la ley exige.
Es decir, la voluntad, el objeto o la forma se han realizado de manera imper-
fecta o el fin perseguido por los autores del acto está prohibido por la ley por
ser contrario al orden público”7. Significa ello, que estamos en presencia de
un acto o contrato que se encuentra viciado desde sus inicios; desde su reali-
zación o perfeccionamiento es írrito y, por lo tanto, es objeto de nulidad.

Mientras que para los casos de lesiones, como acertadamente refiere Mélich-
Orsini, “más bien que de invalidez del contrato, habría que hablar de la

7 Soto Álvarez, Clemente: Prontuario de introducción al estudio del Derecho 
y nociones de Derecho Civil. 3ª, Grupo Noriega Editores. México D.F., 2005, p. 50.
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posibilidad para la parte lesionada de obtener la regularización del contrato o
desistir de él, que se obtiene a través del ejercicio, no de una acción de nuli-
dad propiamente tal, sino de una acción de rescisión”8. Esta posición resulta
correcta, por cuanto en los casos de lesión, el acto o contrato del cual deviene
esta, ha cumplido con todos los requisitos que para su existencia exige la ley,
siendo por lo tanto plenamente válido y generando efectos jurídicos; el quid
del asunto en el caso de rescisión por lesión no es la existencia de un vicio,
sino la existencia de un desequilibrio entre las prestaciones establecidas, lo
cual genera un beneficio excesivo para una de las partes, dejando a la otra
parte en un plano de desigualdad y causando una posible terminación de la
relación contractual.

3.2. Resolución de contrato vs. rescisión por lesión
La resolución es “la posibilidad de disolver con eficacia retroactiva al momento
de su perfeccionamiento un contrato válido, por la sobreveniencia de una situa-
ción posterior al momento del perfeccionamiento de tal contrato: el incumpli-
miento de la parte opuesta a la que se vale de tal posibilidad”9. La figura de la
resolución de contrato se encuentra prevista en el artículo 1167 del Código
Civil y le permite al accionante la elección entre dos vías judiciales, a saber: i.
La ejecución del contrato; que por medio de sentencia se constriña al cumpli-
miento de su obligación a la parte que incurrió en incumplimiento de sus obliga-
ciones, o ii. la resolución del contrato; se persigue por medio de la decisión
dictada por un tribunal de la República la declaración de la terminación de la
relación contractual, como consecuencia del incumplimiento de la parte
demandada. Pudiendo en ambos casos solicitar la indemnización de daños 
y perjuicios si hubiese lugar a ellos.

La acción de resolución supone la existencia de una contrato válidamente for-
mado, en el cual las prestaciones recíprocamente pactas se encuentran en
equilibrio, siendo que la situación que da lugar a la reclamación judicial es un
hecho posterior al perfeccionamiento del contrato, concluyendo que el defecto
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8 Mélich-Orsini: ob. cit., p. 146.
9 Ibíd., p. 721.
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viene dado en el momento del cumplimiento de las obligaciones que fueron con-
tractualmente pactadas; siendo que una de las partes de forma reticente incumple
con su obligación, mientras que la otra parte ha dado cumplimiento a la suya.

De este punto, se deriva la diferencia esencial entre la resolución del contrato y la
rescisión por lesión del mismo; como previamente se señaló, la rescisión por
lesión supone la existencia de un desequilibrio entre las prestaciones recíproca-
mente impuestas, situación ésta que se encuentra presente desde el perfecciona-
miento del contrato, siendo que una de las partes desde el inicio de la relación se
encuentra en desventaja frente a la otra. Mientras que en el caso de la resolución,
las partes se encuentran en un nivel de igualdad, donde las prestaciones pactas son
equivalentes y proporcionales entre sí, siendo su razón de ser el incumpliendo de
una de esas obligaciones por una de las partes, defecto éste que se da con poste-
rioridad al perfeccionamiento del contrato y no existía en ese momento.

La rescisión por lesión supone la existencia de la causa que la genera desde el
momento del perfeccionamiento del contrato, mientras que la causa que da
lugar a la acción de resolución de contrato se da con posterioridad al momento
del perfeccionamiento del contrato.

4. Casos relevantes de rescisión por lesión previstos
en la legislación venezolana

A través de las siguientes líneas, estableceremos los rasgos característicos de
los supuestos de rescisión por lesión establecidos en la legislación venezola-
na, nos enfocaremos en el estudio de los casos de rescisión por lesión en
materia de partición, usura y venta.

4.1. Rescisión por lesión en materia de partición10

Este supuesto de rescisión por lesión se encuentra previsto en el aparte del
artículo 1120 del Código Civil, el cual establece:

10 Vid. Domínguez Guillén, María Candelaria: Manual de Derecho sucesorio. Edit.
Texto. Caracas, 2010, pp. 579-583.
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Artículo 1120.- Las particiones pueden rescindirse por las mismas causas
que dan lugar a la rescisión de los contratos.

Puede también haber lugar a la rescisión, cuando uno de los coherederos
ha padecido lesión que exceda del cuarto de su parte en la partición. La sim-
ple omisión de un objeto de la herencia, no da lugar a la acción de rescisión,
sino a una partición supletoria.

El legislador ha establecido la posibilidad que tiene cada uno de los herede-
ros, de demandar la rescisión de la partición de la comunidad hereditaria por
lesión, dicha lesión se deriva del menoscabo de la cuota hereditaria que le
correspondía; el actuar lesivo debe afectar la cuota del heredero en un porcen-
taje mayor a un cuarto, es decir, que haya recibido menos de las tres cuartas
partes de lo que le corresponde recibir. De lo contrario, lo que tendría lugar
es una partición suplementaria11.

La lesión en el presente caso es de carácter objetivo, por cuanto el desequili-
brio es de carácter patrimonial y viene dado por una disminución de la cuota
parte que le correspondía recibir, siendo que esa afección debe necesariamen-
te superar la cuarta parte de la cuota objeto de la lesión, sin importar la causa
de esa lesión.

Como establece López Herrera, “a los efectos de que proceda la rescisión de
la partición, basta que exista lesión que supere el cuarto de lo que correspon-
día al copartícipe afectado. Este solo tiene que alegar y comprobar que ha
sufrido tal merma, pero no tiene que alegar, explicar ni comprobar la causa de
la irregularidad”12. Esta afirmación, se basa en la naturaleza objetiva de la
lesión que da lugar a la rescisión, por lo tanto resulta innecesario determinar
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11 Ibíd., p. 583, por expresa disposición del artículo 1120 del Código Civil la rescisión
por lesión aplica a la lesión de un cuarto del bien o los bienes objeto de partición, pues
la omisión de determinado bienes en la partición lo que propicia es una partición
suplementaria.

12 López Herrera, Francisco: Derecho de sucesiones. Tomo II. 4ª, Universidad Católica
Andrés Bello. Caracas, 2006, p. 385.
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la causa de esa lesión, simplemente la existencia de la disminución de la cuota
que le corresponde al heredero, hace procedente la acción de rescisión por lesión.

En este sentido, es necesario dejar establecido que la rescisión por lesión no solo
procede en casos de partición de la comunidad hereditaria. Esta figura es apli-
cable a aquellos supuestos en los cuales el heredero haya sufrido la lesión previa-
mente descrita por medio de “todo acto que tenga por objeto hacer cesar entre los
coherederos la comunidad de los bienes de la herencia, aun cuando se lo
califique de venta, de permuta, de transacción o de cualquier otra manera”13.
Estas transacciones tiene lugar antes de la partición, pudiendo por medio de ellas
lesionarse la cuota de uno de los herederos, en razón a lo cual se hace procedente
la acción de rescisión por lesión en estos casos también. Pero el legislador ha esta-
blecido que si esas transacciones son llevadas a cabo luego de celebrada la parti-
ción –o acto que la supla, en caso de dificultades– no es procedente la acción
de rescisión por lesión, tal como lo expresa el aparte de 1221 del Código Civil.

Con respecto a los casos en los cuales no se admite la rescisión por lesión, el
artículo 1122 del Código Civil, establece: “esta acción no se admite contra la
venta del derecho hereditario hecha sin fraude a uno de los herederos a su
riesgo, por uno de los coherederos”, ello por cuanto esa venta es un acto espe-
culativo, significando que mientras se realice a riesgo del comprador, no
habría problema alguno, siendo que no existe regulación alguna que impida
la realización de malos negocios que se hayan realizado sin fraude.

Con respecto a la legitimación para intentar la acción de rescisión por lesión,
resulta claro que el legitimado activo de esta acción, es el coheredero lesionado,
sus herederos o sus acreedores –por medio de la acción oblicua–.

Caso más difícil, ha sido establecer el lapso de prescripción de esta acción, en
este sentido la doctrina ha referido que el lapso a aplicar debe ser el estable-
cido en el artículo 1346 del Código Civil, es decir el lapso de cinco años, con-
tados a partir del acto lesivo14; ello por cuanto, la sección séptima del

13 Artículo 1121 del Código Civil.
14 Domínguez Guillén: ob. cit., p. 583.
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Capítulo IV, Título III del Libro Tercero se titulaba “De las acciones de nuli-
dad o de rescisión”, lo cual justifica que las normas referentes a la rescisión
por lesión se encuentren contenidas en dicha sección del Código, tal como lo
establece la exposición de motivos del proyecto de Código Civil.

Por último, es importante señalar que todas las consideraciones previamente
realizadas con respecto a la rescisión por lesión en materia de partición here-
ditaria, son igualmente aplicables a la partición de la comunidad conyugal, de
la comunidad ordinaria o de la sociedad; todo ello, de conformidad con los
artículos 183, 770 y 1680 del Código Civil, siendo que por medio de estas
disposiciones se extienden las regulaciones referentes a la partición heredita-
ria a las precitadas modalidades de partición. Por lo cual sería perfectamente
procedente la acción de rescisión por lesión en los supuestos de partición de
la comunidad conyugal, la comunidad ordinaria y la partición de sociedades,
o en los supuestos de cualquier otro acto que suponga hacer cesar estos tipo
de comunidad, aun cuando se lo califique de venta, de permuta, de transacción
o de cualquier otra manera.

Los efectos de la rescisión, en un orden netamente teórico, deberían consistir
en devolver o retrotraer las cosas al estado en que se encontraban antes de la
partición: reconstituir la comunidad hereditaria y volver a partir.  La partición
lesiva queda anulada y los bienes respectivos vuelven a la indivisión15.

4.2. Rescisión por lesión en materia de usura
Como se ha venido desarrollando, la rescisión por causa de lesión patrimo-
nial permite al agraviado poder exigir la terminación unilateral del contrato o
requerir un equilibrio prestacional. En este sentido, nuestra legislación ha
venido ampliando los múltiples escenarios donde puede llegar hacer aplicable
la rescisión por causa de lesión patrimonial, incluyendo la usura como caso
particular. Empero, la usura como supuesto de rescisión no es nada nuevo en
nuestro sistema legal, dado que desde el año 1946, se viene tratando el tema
y aplicando las sanciones o correctivos correspondientes, tal y como se puede
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15 Ibíd., p. 582.
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apreciar en el Decreto Nº 247 de fecha 09 de abril de 1946 (publicado en la
Gaceta Oficial de la República de Venezuela Nº 21.980).

No obstante a ello, el Derecho, en su generalidad, debe adaptarse a las necesida-
des sociales de un determinado momento, por lo cual, las conceptualizaciones
comienzan a mutar y adaptar nuevos supuestos y escenarios que en anterioridad
hubieran sido poco probables o simplemente no existiera forma de prever los
mismos; es un vasto ejemplo de esto el Derecho de las Telecomunicaciones, que
en las últimas décadas ha venido desarrollando múltiples conceptualizaciones
para intentar regular los bienes y servicios otorgados por los operadores. De
igual forma, la lesión permite que la parte afectada por la desproporcionalidad
de las prestaciones establecidas en la relación contractual proceda a terminar
unilateralmente el contrato o solicitar el justo equilibrio económico.

Ahora bien, uno de los escenarios más interesantes de la rescisión por causa
de lesión está vinculado con la usura, dado que el legislador debe jugar con
un margen de error bastante limitado, en el entendido que, si establece una
serie de condiciones económicas poco llamativas, ningún inversor querrá
entrar en el mercado; en contraposición a ello, si coloca condiciones muy
favorables a los inversionistas ninguna persona querrá adquirir los bienes o
servicios correspondientes, por lo que se debe establecer un equilibrio ideal
donde el inversionista, así como el particular, obtenga un beneficio mutuo.

En este sentido, etimológicamente, la voz usura (del latín usus, uso) tenía el
significado de interés que se sufraga por otorgar dinero en préstamo; por lo
cual el interés se postuló bajo la premisa de ganancia que se percibía por el
“alquiler” de la cantidad monetaria otorgada en préstamo. Posteriormente a
ello, la definición de usura trasmuta para ser considerada, entonces, como el
cobro excesivo de intereses en un contrato de préstamo. Dado que el interés
es un aspecto fundamental en la economía, es lógico que la lesión en el ámbito
usurario se verifique cuando el interés excede de los límites legales impues-
tos por los órganos  estatales correspondientes. Tendencia que encontraremos
en los sistemas legales de países como: Chile, Brasil, Costa Rica, Puerto
Rico, España, Italia, Suiza, Polonia, donde la lesión tiene una orientación
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objetiva descartando el estado de necesidad por el cual el agraviado procedió
a la contratación.

Ahora bien, en nuestro sistema legislativo es de observar que la definición de
usura –como el excesivo cobro en los intereses–, ha sido modificada y entre-
lazada con la definición propia de la lesión, eliminando la posibilidad que la
parte afectada pueda demandar la terminación o reestructuración de un deter-
minado contrato bajo el postulado de la lesión.

Esta distorsión conceptual y práctica tiene como punto inicial la sentencia
dictada por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia16, donde
expresamente expuso:

La solidaridad social de quien realiza la actividad económica, sea venezo-
lano o extranjero, a juicio de esta Sala va aún más allá. Las personas no
pueden estar encaminadas a obtener ventajas usurarias, o a realizar contra-
tos –así las partes los acepten– donde una de ellas no corre riesgos y obtie-
ne todas las ganancias, mientras la otra está destinada a empobrecerse.
Hasta allí no llegan las consecuencias de la autonomía de la voluntad en
un Estado social de Derecho, en el cual la solidaridad social es uno de sus
elementos, que existe no para explotar o disminuir a los demás, ni para
premio de los más privilegiados.

El primer tipo de usura se refiere a una inconformidad contractual donde una
parte obtiene de otra una ventaja o beneficio notoriamente desproporcionado
a la contraprestación que por su parte realiza. Es la desproporción o inequiva-
lencia lo que causa la inconformidad y la que tiene que ser ponderada en cada
caso, con independencia de la aceptación del perjudicado.  Se trata del contrato
leonino a favor de un contratante, el cual puede constituir una lesión objetiva.

El segundo tipo de usura está referido al cobro de intereses que pueden
percibir los bancos y las otras instituciones financieras, conforme a la Ley
General de Bancos y otras Instituciones Financieras, los cuales según esta
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última Ley, en la actualidad derogada, debían calcularse en todo caso
sobre saldos deudores (artículo 120.13 eiusdem) y no pueden exceder las
tasas que en cada área de préstamo, establezcan los organismos competen-
tes, como es el Banco Central de Venezuela, para los préstamos bancarios
o ejecutados por otros entes financieros (artículo 28 de la citada Ley
General de Bancos); pero para los créditos otorgados dentro de la política
o asistencia habitacional, ni los Decretos con rango y fuerza de Ley que
Regulan el Subsistema de Vivienda y Política Habitacional (artículo 23),
tanto el vigente como el derogado, ni las Normas de Operación de los
Decretos con rango y fuerza de Ley (artículo 128 de la vigente), atribuye-
ron al Consejo Nacional de la Vivienda, ni a organismo alguno, la fijación
de los intereses, que en esta materia serían los del mercado.

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, conceptualiza la usura
con base en dos premisas; la primera de ellas vinculante con una desproporción
demostrable entre las condiciones contractuales, y la segunda, que determina la
denominación tradicional de la usura, es decir, el cobro desproporcionado de
intereses en materia prestataria o en su defecto, el anatocismo como capitaliza-
ción de intereses. La distinción creada por la Sala Constitucional, constituye
una fracturación en la concepción tradicional de la usura y una desnaturaliza-
ción de la lesión, circunstancias que gravemente fue acogida por el legislador
en la redacción de la nueva Ley Orgánica de Precios Justos17, tal y como se
puede observar en los artículos 65 y 66:

Artículo 65.- Quien por medio de un acuerdo o convenio, cualquiera que sea
la forma utilizada para hacer constar la operación, ocultarla o disminuirla,
obtenga para sí o para un tercero, directa o indirectamente, una prestación
que implique una ventaja notoriamente desproporcionada a la contrapresta-
ción que por su parte realiza, incurrirá en delito de usura y será sancionado
con prisión de cuatro a seis años.

17 Decreto Nº 1.467, mediante el cual se dicta el Decreto con Rango, Valor y Fuerza 
de Ley de Reforma Parcial del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de
Precios Justos (Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 6.156
extraordinario, del 19-11-2014).
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A los propietarios de locales comerciales que fijen cánones de arrenda-
miento superiores a los límites establecidos por la Superintendencia de
Precios Justos, así como otras erogaciones no autorizadas que violente el
principio de proporcionalidad y equilibrio entre las partes contratante, se
le aplicará la pena contemplada en este artículo, así como la reducción del
canon de arrendamiento y eliminación de otras erogaciones, a los límites
establecidos por la Superintendencia de Precios Justos.

En la misma pena incurrirá quien en operaciones de crédito o financia-
miento, obtenga a título de intereses, comisiones o recargos de servicio,
una cantidad por encima de las tasas máximas respectivas fijadas o permi-
tidas por el Banco Central de Venezuela.

Artículo 66.- Quien en las operaciones de venta a crédito de bienes, o ser-
vicios de financiamiento para tales operaciones, obtenga a título de inte-
reses, comisiones o recargos, cualquier cantidad por encima de los
máximos que sean fijados o permitidos por el Banco Central de Venezuela
en atención a las condiciones existentes en el mercado financiero nacio-
nal, incurrirá en delito de usura y será sancionado con pena de presión de
cuatro a seis años.

Igualmente la Superintendencia de Precios Justos, podrá imponer la sanción
de suspensión del Registro Único, en los términos previsto en la presente
Ley y desarrollados en su reglamento.

En análisis a los dispositivos normativos anteriormente señalados, es necesa-
rio estructurar una serie de consideraciones para determinar la naturaleza de
la usura contenida en la Ley Orgánica de Precios Justos:

i. Conforme se evidencia del artículo 65 de la Ley Orgánica de Precios Justos,
la usura es toda actividad que otorga a una de las partes una ganancia excesiva
o desproporcionada en comparación a la prestación ejecutada. Si analizamos
esta definición y la contrarrestamos con lo dispuesto en el artículo 3.2.7 de los
principios de UNIDROIT, es claro y evidente que nuestro legislador gravemente
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confundió la usura como supuestos concreto de la lesión y la lesión en sí misma.
Resultando a todas luces, que ambas definiciones establecen una desproporción
entre las contraprestaciones, así como, el enriquecimiento excesivo por una de
las partes en detrimento de la otra. Siendo esto así, es claro que el concepto
de la usura fue extendido de forma desproporcional, hasta el punto de obtener
la misma definición de la lesión, desnaturalizando esta última.

ii. Otro impacto que se pueden apreciar de la Ley Orgánica de Precios Justos,
es que nuevamente rechaza la tendencia tradicional de nuestro sistema legal
y crea un sistema mixto, donde existe una lesión objetiva –tal y como lo esta-
blece el artículo 1350 del Código Civil– y una usura –idéntica a la lesión– de
ámbito subjetivo, donde el juzgador tiene la obligación y potestad de analizar
las relaciones contractuales y determinar la existencia o no de una desproporcio-
nalidad. Análisis que no solo abarcará un ámbito objetivo, como puede ser el caso
del anatocismo, sino que también será susceptible de sancionar la usura bajo con-
sideraciones como el estado de necesidad o las motivaciones para la contratación,
toda vez que la Ley Orgánica de Precios Justos, al utilizar una terminología suma-
mente genérica, da pie a una interpretación amplia.

iii. Finalmente, uno de los aspectos más delicados que pueden ser analizados en la
Ley Orgánica de Precios Justos, está íntimamente vinculado con el contenido
genérico del artículo 65, dado que el mismo dispone una sanción por una actividad
usuraria de cuatro a seis años de prisión. En este sentido, y al ser una norma que
genera una privativa de libertad, el legislador debe señalar en la ley los supuestos
concretos que determinen la procedencia o no de la conducta sancionatoria. En
este sentido, el delito de usura contenida en la Ley Orgánica de Precios Justos viola
las garantías constitucionales, al sostener de forma genérica que la existencia des-
proporcional entre dos contraprestaciones será considerado delito de usura, pero en
ningún momento dispone qué se entiende por desproporcional y cuáles son los
parámetros objetivos que deben ser evaluados por el juzgador, circunstancia que
otorga una discrecionalidad casi absoluta al juez para aplicar la sanción.

En tal sentido, para poder invocar la rescisión por causa de lesión bajo el pos-
tulado de usura, en principio, se debe demostrar la existencia de una despro-
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porcionalidad en los intereses intimados por el prestatario o también la capi-
talización de intereses, que genera como consecuencia la terminación unila-
teral de contrato o su reestructuración para otorgar el equilibrio económico
justo al agraviado. Sin embargo, la conceptualización expresada por la Sala
Constitucional y acogida en el artículo 65 de la Ley Orgánica de Precios Justos,
desnaturaliza, en primer término, la lesión como base necesaria para obtener la
rescisión, y establece a la usura como una acción autónoma y no como un
supuesto concreto de la lesión, lo cual conlleva a preguntarse: ¿bajo estos
parámetros, cuál es la acción a seguir frente a los tribunales de la República,
una rescisión por causa de lesión o una acción autónoma por usura? la Ley no
establece de forma clara la acción a seguir e implica un riesgo para la parte
agraviada de alegar de forma errónea la lesión, sobre todo, porque la lesión insti-
tuida en nuestro sistema obedece a causas objetivas y no subjetivas, siendo que,
de no observarse los extremos de ley necesarios para declararse su procedencia,
la acción podría fracasar; de igual forma, no existen parámetros a seguir para con-
siderar una prestación desproporcional, con lo cual queda a margen de cada
juzgador determinar subjetivamente la desproporcionalidad y sus consecuencias.

4.3. Rescisión por lesión en materia de venta
Otro de los supuestos objetivos donde existe la posibilidad para la parte agra-
viada de solicitar la terminación o reestructuración de la relación contractual,
se debe desarrollar bajo el postulado contenido en el artículo 1496 del Código
Civil, el cual establece los siguientes parámetros:

Artículo 1496.- El vendedor está obligado a entregar la cosa en toda la
cantidad expresa en el contrato, salvo las modificaciones siguientes:

Si la venta de un inmueble se ha hecho con expresión de su cabida, a razón
de tanto por medida, el vendedor está obligado a entregar al comprador
que lo exija, la cantidad expresada en el contrato.

Cuando esto no sea posible, o el comprador no lo exija, el vendedor estará
obligado a sufrir una disminución proporcional en el precio.
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Si se encuentra que la cabida del inmueble es superior a la expresa en el
contrato, el comprador debe pagar la diferencia del precio; pero puede
desistir del contrato si el excedente del precio pasa por la veintava parte de
la cantidad declarada.

Antes de analizar el artículo anteriormente señalado, es necesario aclarar que
la actividad comercial o civil de bienes inmuebles puede partir de dos vertien-
tes, o bien se vende un determinado inmueble con un precio global, es decir,
señalar un valor para el inmueble sin especificar individual el costo por metro
cuadrado; o, en su defecto, las partes pueden determinar un valor por cada
metro cuadrado.

Con respecto al segundo supuesto, es procedente cuando nos encontramos frente
a la adquisición de un bien inmueble bajo la modalidad de “pre-venta”, con lo
cual la empresa constructora busca obtener financiamiento por parte de los
compradores, en el entendido que, aun cuando no existe materialmente el bien
inmueble, la empresa constructora se obliga a construirlo, expresando en el
contrato que el precio del bien inmueble se determinará conforme al metraje,
signando de esa forma un valor nominal a cada metro por separado, concluyendo
un precio total del bien inmueble con base en el diámetro del mismo.

Ahora bien, si terminada la construcción o en el supuesto que el bien inmue-
ble se encuentra materialmente terminado, el vendedor tiene el derecho a exi-
girle al comprador el precio pactado por el bien inmueble, siempre y cuando
el metraje establecido en el contrato corresponda idénticamente al diámetro
establecido en el contrato de compraventa, en caso contrario; de existir irre-
gularidad entre el diámetro del apartamento y lo expresado en el contrato de
compraventa, podrán ser aplicable dos consecuencia distintas:

i. Si la diferencia entre el metraje señalado en la convención y el documento
de propiedad es superior al 0,1 % e inferior al 4,99 %, el vendedor queda obli-
gado a disminuir el precio de la venta en relación con el metraje no construido
o inexistente. Por lo tanto, si el documento establece que el bien inmueble
mide 95 m2 y en la convención se pactó un diámetro de 100 m2, con un valor
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nominal por cada metro de Bs. 1.000,00 por m2, es claro entonces que el ven-
dedor solo podrá exigir un pago de Bs. 95.000,00 y no de Bs. 100.000,00.

ii. Sin embargo, en el supuesto que el exceso de metraje señalado en la rela-
ción contractual en contraste con el documento constitutivo sea igual o supe-
rior al 5 % del diámetro total del bien inmueble, el comprador podrá solicitar:
a. La reestructuración económica de la convención, es decir, solicitar que el
precio del contrato se establezca en razón del metraje exacto; o, b. bien la
terminación unilateral del contrato. Verbigracia, si el documento establece
que el bien inmueble mide 95 m2 y en la convención se pactó un diámetro
de 105 m2, con un valor nominal por cada metro de Bs. 1.000, el comprador
queda facultado para reestructurar las condiciones contractuales, pagando
solo Bs. 95.000,00 y no de Bs. 105.000,00, o solicitar la terminación unilateral
del contrato de compra venta.

Por otro lado, si la venta realizada tiene por objeto un cuerpo determinado y
limitado, o de fundos distintos y separados, bien sea que el contrato comience
por la medida o comience por la indicación del cuerpo vendido seguido de la
medida, a prori no cabe la posibilidad para las partes de solicitar un aumento o
disminución del precio, dado que, partiendo del principio de la autonomía de la
voluntad de las partes, son ellas las que establecen sus propias condiciones y,
por lo tanto, se considera que las partes aceptan esa pérdida. Sin embargo, si la
desproporción en la medida es superior o inferior al 5 % del objeto y en análisis
del precio de mercado de la cosa objeto de la venta –si las partes no lo hubieran
señalado expresamente en el acuerdo–, el juez podrá reestablecer las condicio-
nes contractuales, aumentando o disminuyendo el precio del objeto. En caso de
aumentar el valor del bien, el comprador podrá aceptar el mismo y proceder 
a su pago, o, en su defecto, podrá rescindir unilateralmente de la convención.

En el supuesto de rescindir del contrato, el vendedor deberá devolver el dinero
recibido bajo el concepto de precio y reembolsar los pagos realizados por el
comprador para el perfeccionamiento del contrato. En todos los casos antes
señalados, las partes gozan de un año para solicitar la disminución o el
aumento del precio, so pena, que la acción prescriba. El lapso para ejercer la
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acción comenzará a correr al día siguiente de cuando se verifique el perfec-
cionamiento del contrato.

5. Efectos de la rescisión por causa de lesión patrimonial

La recisión por causa patrimonial, en primer término y como fuera expuesto
con anterioridad, debe ser alegada por la parte afectada de la relación contrac-
tual ante un tribunal de la República. En tal sentido, la recisión por lesión
patrimonial solo puede ser declarada judicialmente, no siendo posible esta-
blecer una cláusula contractual que la prevea al momento de contratar.

Los efectos de la decisión judicial siempre serán ex tunc, es decir, con efectos
retroactivos al momento de la relación contractual, toda vez que la causal de res-
cisión se origina al momento del perfeccionamiento del negocio jurídico bila-
teral, siendo impropio sostener que la causa de rescisión se puede generar con
el transcurso del tiempo, dado que, de ser ese el supuesto, se entraría en los
supuestos de otras figuras jurídicas, como puede ser la resolución o la teoría de
la imprevisión. En el supuesto que el contrato tenga una naturaleza de tracto
sucesivo, es claro que la terminación no podrá tener efectos retroactivos, por lo
que, una vez declarada, el contrato deja de surtir efectos para las partes, no exis-
tiendo obligación de reestablecer las conductas que hubieran sido realizadas.

En este mismo sentido, la rescisión puede extinguir la relación contractual así
como las obligaciones contenidas en el mismo, o puede generar, por otro
lado, la reestructuración de la relación contractual ajustando nuevamente el
equilibrio de las prestaciones. En este último supuesto, si la parte agraviada
solicita la reestructuración contractual y es otorgada por el tribunal, no se
puede sostener que existe en modo alguno la novación de las obligaciones,
toda vez que la novación necesariamente requiere la voluntad de las partes,
cuestión que no puede existir en la rescisión.

Por otro lado, la rescisión por lesión patrimonial una vez decretada por el tri-
bunal correspondiente, causará efectos entre las partes, los cuales se pueden
sintetizar en tres de estos:
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i. Efectos liberatorios: En el supuesto que ninguna de las partes para el
momento de la interposición de la demanda hubiere ejecutado sus obligacio-
nes, se generará una liberación automática para los contratantes, con lo cual
no será necesario el cumplimiento forzado de la obligación. Esto siempre en
el supuesto que la parte agraviada solicite la terminación unilateral del con-
trato; de requerir la reestructuración, el juez deberá señalar las nuevas condi-
ciones y el plazo para su cumplimiento.

ii. Efectos restitutorios: Si las prestaciones se han ejecutado, sin hacer distin-
ción si lo hicieron de forma oportuna o no –dado que el juez no revisará si el
cumplimiento se efectuó correctamente, porque lo fundamental es analizar el
agravio sufrido por alguno de los contratantes–, las partes quedan obligadas
a restituirse lo que han recibido de su contraparte, retornando las cosas al
estado que se encontraban antes de celebrarse la convención, siempre y cuando
la naturaleza de la obligación así lo permita. De igual forma, si la parte pre-
tende la restitución sin haber cumplido con su obligación restitutoria, la otra
puede oponer como defensa la exceptio non adimpleti contractus.

iii. Efectos resarcitorios: Con respecto a este particular, los supuestos conte-
nidos en el Código Civil expresamente no señalan que la parte agraviada pueda
solicitar una determinada indemnización y, en su defecto, nada obliga al agra-
viante a indemnizarlo. No obstante a ello y antes de la publicación de la Ley
Orgánica de Precios Justos, en la rescisión objetiva no parecían existir dudas
con respecto a esto; empero, la definición contenida en la referida Ley con
respecto a la usura, como fuera señalado anteriormente, podría permitir even-
tualmente sostener una indemnización a la parte agraviada. Esto se podría
concluir, por cuanto la redacción del artículo es sumamente genérica, aunado
al principio jurídico que señala que aquel que haga un daño está obligado a
indemnizarlo y en concatenación con lo dispuesto en el artículo 1185 del
Código Civil, es factible que eventualmente se puedan solicitar indemniza-
ciones en este aspecto.

Finalmente, frente a los terceros, la rescisión del contrato no afecta los dere-
chos adquiridos por terceros de buena fe, aunque su adquisición sea a título
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oneroso o gratuito, por lo cual la acción de rescisión no alterará la esfera de
los mismos.

* * *

Resumen: El autor analiza una figura del Derecho de las obligaciones deno-
minada “rescisión por lesión”, la cual se instituye como un remedio procesal
que persigue la terminación o la regularización del contrato para establecer
un equilibrio patrimonial, solventando así la desproporción prestacional surgida
al inicio, concretamente en el momento del perfeccionamiento del contrato. En
sus observaciones, el autor, después de destacar los diversos modelos, las dife-
rencias con otras figuras se enfoca en los casos de rescisión por lesión en mate-
ria de partición, usura y venta, lo cual permite visualizar la aplicación práctica
de la teoría y su relevancia actual. Concluye señalando sus efectos. Palabras
clave: rescisión por lesión, desequilibrio patrimonial, terminación o la regu-
larización del contrato. Recibido: 31-01-2015. Aprobado: 28-02-2015.


